EL DERECHO HUMANO AL AMBIENTE



Los derechos humanos



1.-Desde que comenzó la noción de derechos del hombre o derechos humanos, su listado ha venido ampliándose sostenidamente al compás del progreso de las idea y realidades.



2.-Originalmente, en la época en que se comenzaron a sancionar la mayoría de las constituciones -Siglos XVIII y XIX- comprendía esencialmente:



a) Los derechos civiles, como los que figuran en el artículo 14 de la Constitución Nacional Argentina�

b) Los derechos políticos o conexos, como el de elegir y ser elegido, reunión, opinión, etc.



Estos se denominaron de primera generación



3.-El avance de las ideas sociales dió lugar desde principios del siglo XX a la aparición de un nuevo listado -los llamados derechos sociales-  como los que figuran en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional Argentina- o de segunda generación.



4.-Sobre los años 80 hizo su aparición una gama amplia y heterogénea de declaraciones de derechos de tercera generación -del usuario y consumidor, del niño, de la mujer, a la diversidad cultural y muchísimos otros- grupo al cuál pertenece el llamado derecho al ambiente.



Los derechos de tercera generación dieron origen a otro concepto, el de nueva ciudadanía: ya no se es ciudadano simplemente porque se concurre a una mesa electoral, sino que sólo se lo es si se goza efectivamente de todos los derechos consagrados en todas estas etapas.



Así, por ejemplo, no seria plenamente ciudadano quién no gozare práctica y efectivamente de su derecho a la salud.



Es más, el Estado actualmente asume la función de garantizar el goce efectivo de estos derechos. 



Derecho al ambiente en la Constitución Argentina



1.-Muchas constituciones nacionales y estaduales o provinciales de diversos países consagran en diferentes términos este derecho.



2.-Ejemplificativamente, lo exponemos tal como está en el art.41 de la Constitución Argentina:



“Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo.



“El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.



“Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales.



“Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales.



“Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos y de los radiactivos”.



Elementos de este derecho



La bibliografía� incluye una explicación amplia de este derecho, que ahora sintetizamos.



El sujeto del derecho



“Todos los habitantes...”



Desechando ampliaciones a entidades no humanas, como los animales, la norma considera sujetos de derecho sólo a los seres humanos. El ambiente y sus componentes es el bien jurídico protegido, no el sujeto, como algunos proponen.



También comprende las personas de existencia ideal.



Tiene derecho a una determinada calidad atmosférica la sociedad comercial que elabora gases industriales, o  a la del agua el fabricante de ciertos alimentos, y un club de remo, a que un cuerpo de agua sea conservado de un modo apto para  concretar su objeto estatutario.



La protección de la salud humana



 “...a un ambiente sano...”.



Lo buscado por la Constitución es “... un ambiente físico y social libre de factores nocivos para la salud...” (Modo en que expresa la misma idea la Constitución de Córdoba, Art. 66)



“La salud es un estado de completo bienestar físico, mental y social y no solamente la ausencia de afecciones y enfermedades”. (Organización Mundial de la Salud, preámbulo de la Carta Orgánica). 



Características del ambiente



“...equilibrado...”.



El equilibrio del ambiente es una expresión frecuentemente utilizada, pero no siempre definida con claridad. 



Generalmente se admite que la condición de equilibrio se cumple cuando:

 

a) Se conservan los procesos ecológicos esenciales (producción, consumo, descomposición); 



b) Y los grandes ciclos biogeoquímicos del ecosistema global: oxígeno, carbono, nitrógeno, fósforo, agua que deben circular permanentemente para que la vida resulte posible.



Pero como las características del ambiente en el articulo 41 son varias debe concluirse que no cualquier equilibrio del ambiente es bueno, sino aquellos que tornan a éste o lo mantienen como “sano, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas”... etc.”, todo en forma integrada, sin descartar, por tanto, la acción humana transformadora.



Lo exigible es que cualquier intervención humana que altere el equilibrio natural termine en otro estado de equilibrio que permita el cumplimiento de todos los fines de la norma, incluyendo la no superación de la capacidad de autodepuración de los ecosistemas respecto de las cargas contaminantes o de la de carga de un territorio para soportar un nivel de uso.



“...apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes...”.



La norma permite tornar apto el ambiente natural inapto por medio de la actividad transformadora del hombre en forma balanceada con otros fines, pero, el concepto de “aptitud productiva” debe ser precisado en su contenido, de preferencia por estándares de calidad ambiental, lo que reclama  la legislación reglamentaria.



“...sin comprometer las de las generaciones futuras...”.



Los informes del club de Roma  estaban basados en modelos matemáticos que pronosticaban el colapso futuro del sistema productivo mundial por razones ambientales, afectando a las generaciones venideras, lo que la norma prohíbe. 



Esta dimensión temporal, o estabilidad en el tiempo de la viabilidad, suele denominarse “sustentabilidad” (o “sostenibilidad”�): la norma la pide para nosotros mismos y para las generaciones por venir, con origen en la Declaración de Río. En formulaciones exigentes se requiere incluso que puedan variar el proyecto, elegir otro estilo de desarrollo o satisfacer sus necesidades de otro modo.



La aparente simplicidad de esta fórmula incluye, sin embargo, dificultades de definición importantes. La expresión no pone límite temporal alguno, ni establece un número de generaciones respecto de las cuáles se extiende nuestra responsabilidad o el modo de operativizar el principio.



Se ha propuesto, por ejemplo, que las tasas de utilización de recursos no renovables (por ejemplo, minerales o combustibles fósiles) no excedan la tasa a la cuál los sustitutos renovables se desarrollan: es fácil entender la extensión y complejidad de los estudios y acciones involucrados en este criterio.



En relación con los recursos renovables, se propugna su reposición a medida que se consumen, como el replantamiento de bosques o su explotación a una tasa compatible con su renovación natural. Lo mismo puede decirse de pesquerías y otros recursos.



A veces, la sustentabilidad parece referirse a los recursos (como en las proposiciones anteriores) y en otros al desarrollo mismo, independientemente del agotamiento de esos recursos, si es que pueden ser sustituidos por otros que permitan la continuidad del proceso.

�

Dos aspectos de la expresión constitucional: 



La redacción de la norma que nos ocupa tiene dos aspectos que podemos diferenciar:
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Derecho a servirse del ambiente: 



El mismo es ejercido por  todos los medios establecidos por el ordenamiento. Tal aspecto del derecho al ambiente está revelado por la expresión “... que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes...”. Está corroborado por otras partes del texto. Por ejemplo, cuando dice “... utilización racional de los recursos naturales, ..”, lo que presupone, precisamente, el derecho a que sean utilizados.



Medios disponibles para servirse del ambiente: 



Ese servirse del ambiente se realiza por los medios jurídicos actualmente vigentes. Se puede ser propietario, comprar, vender, alquilar, concesionar, etc. partes del ambiente y todas son formas de utilizarlo que están reglamentando esa parte del derecho constitucional. 



Derecho a que el ambiente presente determinadas características: 



Las mismas están enumeradas por el resto de la expresión: 



“...sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; ...”.

�

Las características prescriptas como condición para servirse del ambiente:



 El artículo nuevo de la Constitución establece una condición para el servirse del ambiente:



Que siempre se sigan manteniendo las características que el ambiente debe tener según la Constitución Nacional: Ver.Diseño de página 
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Debe repararse el daño ambiental, prioritariamente en forma material y sólo si esto no es posible en dinero 





PARTICIPACIÓN COMO EJERCICIO DE DEMOCRACIA



1.-Participar, tomar parte, es hoy, antes que nada, una forma de practicar la democracia.



2.-El concepto actual, correlativo de la ampliación de la nómina de derechos y del ensanchamiento del concepto de ciudadano, es que tampoco la democracia consiste hoy sólo en el ejercicio de los derechos políticos, ni siquiera incluyendo las formas de democracia directa, que trascienden la mera elección de representantes (democracia indirecta).



3.-Al contrario, se amplía hasta todas las dimensiones, temas y áreas de decisión que hacen el gobierno y a la administración de la comunidad y en todos los asuntos que nos conciernen. 



PARTICIPACIÓN COMO GARANTÍA DE LOS DERECHOS



1.-Pero, considerada ahora, no como un fin en si, sino como un instrumento, la participación se convierte en una garantía de cumplimiento.



2.-En efecto: si “el ojo del amo engorda el ganado”, podríamos decir que también  “el
 
ojo del pueblo hace el buen funcionario”.



3.-Si sumamos a ello que, no sólo en nuestro tema -el ambiental-, sino en muchos otros, la formación de conciencia y la modificación de actitudes personales de la población es un requisito ineludible de éxito, apenas es una sorpresa la importancia que las organizaciones internacionales y la legislación otorgan a este tema, lo que no significa que siempre las concreciones estén a la altura de las declaraciones. 



LAS MÚLTIPLES FORMAS DE LA PARTICIPACIÓN



Es por esto que nos encontramos con que la normativa instituye formas de participación en mayor cantidad y variedad de lo que mucha gente esté informada que existen.



Estas formas pueden estar estructuradas en una, otra o ambas de dos formas esenciales:



a) A nivel de individuos participantes



b) A nivel de organizaciones de la sociedad civil que tomen parte, las usualmente denominadas ONGs.



Y adoptar diferentes formatos que explicaremos abajo.



LOS VINCULOS ENTRE LA SOCIEDAD CIVIL Y EL ESTADO 



Si bien es cierto que la participación puede adoptar en materia ambiental la forma de una acción comunitaria desvinculada del poder (como en una campaña vecinal de limpieza), no es menos cierto que en materia ambiental:



1) Por la naturaleza del problema involucrado, éste requiere que la sociedad civil acceda al sector gubernamental a través de canales de doble vía



2) Que tenga oportunidad efectiva de hacer llegar demandas que luego deberá satisfacer el Estado a través de su accionar propio.



ALGUNAS FORMAS DE VINCULACIÓN 



Sobre todo teniendo en cuenta el caso de las ONGs, ambientalistas o no, esta vinculación puede adoptar variadas formas, algunas de las cuales son participativas y otras, al contrario, importan el ejercicio de un control administrativo por parte del Estado. 



Estos son algunos ejemplos. 



Los que hemos marcado en rojo pueden ser considerados como instrumentación de formas participativas, en tanto que los indicados en azul implican una intervención más fuerte de las organizaciones de la sociedad civil en la medida en que les permiten lograr decisiones gubernamentales y no meramente acercar demandas, ideas o consejos u ofrecer su cooperación. Por otro lado, los coloreados de verde ocupan una posición intermedia, puesto que no están pensadas para forzar acciones del Estado, pero con frecuencia pueden lograrlo por un efecto de presión. 



1.-Desde el Estado hacia la ONG



1.1. Control



1.1.1. Constitución, autorización

 y control periódico posterior



Inspección General de Justicia

Instituto Nacional de Asociativismo y Economía Social 

Registros diversos 

Secretaría de Cultos del Ministerio de la Cancillería 



1.1.2. Uso de fondos



Auditoría General de la Nación, habilitada para controlar entidades privada que utilicen fondos del Tesoro

Diversas formas de control de subsidios, préstamos,etc.



1.2. Apoyos para el funcionamiento



1.2.1. Financieros o económicos 



Subsidios directos 

Préstamos preferenciales (Ej. Secretaría de Ciencia y Tecnología 

Exenciones impositivas

(No existente ahora): No cobro de servicios públicos a entidades de bien común 

Donaciones o préstamos de inmuebles 



1.2.2. Otros 



Capacitación 

Asesoramiento 

Información 

Promoción de la creación de ONGs

Acceso a la información 



2.-El Estado incorporando la ONG



2.1. Participación en general 



Audiencia pública 

Consejo Asesor o Consultivo 



2.2. Tareas cooperativas 



Redacción de normas

Dictámenes especiales 

Cooperadoras 

Consejos de seguridad 

Tareas en general (comedor escolar,

capacitación, salud, etc.)



2.3. Funciones públicas o semipúblicas



Integración de delegaciones diplomáticas

 o similares

Consejos profesionales



2.4. Funciones mixtas cooperativas-

-representativas



Cámaras en dumping

Cámaras en compre nacional 

Sindicatos en varios casos 

Trámites por los representados



2.5. Función pública plena



Corporativismo

Consejos Económicos y Sociales 



2.6.. Certificadora 



Producciones orgánicas

Warrants 



3.-Desde la ONG hacia el Estado



3.1. Judicial 



Legitimación de ONGs para interponer recursos de amparo

Otras representaciones de particulares por organizaciones  (víctima, sindicato)



3.2. Legislativa 



Iniciativa popular

Consulta popular 



3.3. Administrativa ( Parte de Control

y parte de cooperación)



Ética pública 

Planes sociales

Consumidores

Usuarios de servicios públicos



3.4. Canales que posibiliten en reclamo

y el acceso 



Esporádicos (Audiencias)

Permanentes (Consejos, sistemas de 

consultas y encuestas, etc.)



EN EL CASO AMBIENTAL



Para este supuesto, podríamos citar algunos ejemplos de normas jurídicas que establecen diferentes formas de vinculación y participación, a nivel individual, de ONGs o ambos: 



	1) A  nivel constitucional (Los números indican artículos de la Constitución): 



	a) Posibilidad de ingresar proyectos de ley en el Congreso:



	39.-Los ciudadanos tienen el derecho de iniciativa para presentar proyectos de ley en la Cámara de Diputados. El Congreso deberá darles expreso tratamiento dentro del término de doce meses. 



El Congreso con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, sancionará una ley reglamentaria que podrá exigir más del tres por ciento del padrón electoral nacional, dentro del cuál deberá contemplar una adecuada distribución territorial para suscribir la iniciativa.



No serán objeto de iniciativa popular los proyectos referidos a reforma constitucional, tratados internacionales, tributos, presupuesto y materia penal. (Reglamentada a nivel nacional por la ley 24747).



	b) Posibilidad de participar en los entes reguladores, algunos de los cuáles incluyen funciones ambientales: 



	42. Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno.



Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y usuarios.



La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas en los organismos de control. 



	c) Posibilidad de interponer recursos de amparo:



	43. Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el Juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.



Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del publo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización....



	d) Posibilidad de recurrir al Defensor del Pueblo, en cuanto la denuncia ante el mismo se utiliza como alternativa a la promoción del amparo:



	86. El Defensor del Pueblo es un órgano independiente en el ámbito del Congreso de la Nación, que actuará con plena autonomía funcional, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es la defensa y protección de los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en esta Constitución y las leyes ante actos u omisiones de la Administración y el control del ejercicio de las funciones administrativas públicas.



El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal. Es designado y removido por el Congreso con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de cada una de las Cámaras. Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores. Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado por una sola vez. 



La organización y el funcionamiento de esta institución serán regulados por una ley especial. (Reglamentado a nivel nacional por las leyes 24284 y 24379).



	Las constituciones provinciales en muchos casos contienen textos similares, en numerosas oportunidades anticipándose a la Constitución Nacional.



	2) A nivel infraconstitucional: 



	 2.1.-Intervención en las acciones de amparo por cuestiones ambientales:  



	A nivel nacional, no existe por ahora otra norma que la constitucional antes citada aunque se  han presentado varios proyectos reglamentarios. Está extensamente regulada en todas las provincias con un espíritu de amplitud en el acceso, tanto de los individuos como de las ONGs. 



	2.2. Legislaciones que prevén la intervención, con especial énfasis en los procesos de evaluación de impacto ambiental (EIA):



	a) Protocolo al Tratado Antártico sobre protección del medio ambiente.



	El Anexo 1 regula la Evaluación del impacto sobre el medio ambiente. Ciertas actividades están sujetas a EIA. El procedimiento establece en dos oportunidades la consulta pública: a) Durante la etapa de Procedimiento consultivo: Publicidad durante 90 días. b) En el caso de elaborarse una 	Evaluación Medioambiental Global Definitiva: Se elabora con resumen y examen de comentarios recibidos y las Partes deben ponerla a disposición pública al menos 60 días antes del inicio de actividad

	

	Esta consulta previa está abierta también a las ONGs, aunque no se las mencione expresamente. 



 	b) Leyes 23879. 24539.Obras hidroeléctricas.



	La segunda agregó lo siguiente: “Los mencionados estudios deberarán ser presentados en audiencia pública, con los alcances que la reglamentación establezca. Dicha audiencia deberá desarrollarse en el ámbito del Honorable Congreso de la Nación y participarán de la misma los funcionarios que participaron en su elaboración junto a organismos no gubernamentales especializados en materia ambiental, universidades, centros académicos y público en general. Concluída dicha audiencia y en un plazo no mayor de 30 días los legisladores de ámbas Cámaras integrantes de las comisiones legislativas intervinientes en el tema darán a publicidad un informe del resultado alcanzado en dicha reunión y remitirán el mismo a la autoridad de aplicación de la presente ley. Dicho informe tendrá el carácter de no vinculante”.



	c) Administración de Parques Nacionales. Resolución 16/94.



	En el caso Estudios de Impacto Ambiental (EIA) (para proyectos de mayor incidencia ambiental), como previo a la emisión de la Declaración de Impacto Ambiental definitiva dispone:



	a) Publicación de los EIA (diarios de Capital Federal y de mayor circulación de la Provincia de ubicación del área protegida en cuestión), con lugares y plazos para tomar vistas.



	b) Lo puede hacer dentro de los 15 días corridos siguientes cualquier organismo, entidad o persona interesada.



	c) La que, dentro del mismo plazo, podrá tomar conocimiento y efectuar las observaciones que considere convenientes. 



	Posteriormente, se eleva al Directorio, que resuelve.



	No se prevé intervención para las dos categorias de EIA para proyectos de menor incidencia ambiental. Debemos entender que “organismos” son los oficiales, en tanto que “entidad” comprende (con gran amplitud) también a las ONGAs.



	d) Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable. Resolución 376/97.



	Adopta medidas para la introducción de ejemplares de una nueva especie exótica al país, cualquiera fuera la causa o destino de la misma, incluyendo EIA.



	La declaración de impacto ambiental es puesta a disposición pública por 10 días hábiles, lo que incluye las ONGs, aunque no se mencionen, previo a la resolución.



	Debe destacarse, a título de crítica, que existen otras normas nacionales que prevén EIA o equivalentes funcionales del mismo y no prevén ninguna intervención o participación pública o de Ongs: Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo, Estatuto del Río Uruguay, Digesto sobre uso y aprovechamiento del Río Uruguay,  Capítulo ambiental referido a recursos pesqueros, Tratado sobre medio ambiente suscripto con la República de Chile, Convención marco de las Naciones Unidas sobre cambio climático, Convenio sobre la diversidad biológica, Convención sobre seguridad nuclear, Ley 24.051. Residuos peligrosos. (Decreto 831/93), Ley 24354. Sistema Nacional de Inversiones Públicas, Ley 24585. Título complementario de la protección ambiental para la actividad minera, Decreto 494/97, Promoción de proyectos no industriales, Resoluciones de la Secretaría de Energía 718/87, 149/90, 15/92, Resoluciones ENRE 195/96, 236/96 y 13/97, Secretaría de Empleo y Capacitación Laboral,  Resolución 202/97, Secretaría de Energía, Resolución 105/92, Secretaría de Industria, Resolución 226/87,Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo Sostenible.Resolución 164/95, Subsecretaría de Combustibles, Disposición 56/97, Subsecretaría de Desarrollo Sustentable y Subsecretaría de Puertos y Vías Navegables,  Disposiciones Conjuntas 2/97 y 4/97, Banco Central de la República Argentina, Comunicación “A” 2046, Ente Nacional Regulador del Gas, Resolución 186/95. 



	La enumeración revela que el grado de participación articulado no es general, sino caso por caso y no coherente, ya que casos similares no prevén esta participación. 



	En el caso de las provincias:



Buenos Aires:



	Ley 11723. General del medio ambiente.



	Prevé EIAs para ciertos emprendimientos y, dentro de éstos, los habitantes pueden solicitar las evaluaciones presentadas. La autoridad tomará medidas para proteger informaciones confidenciales. El listado de evaluaciones presentadas es publicado por la autoridad y previo a la emisión de la declaración de impacto ambiental se recepcionarán las observaciones fundadas que haya sido remitidas, pudiendo convocarse a audiencia pública.



	Esta consulta previa está abierta también a las ONGs, aunque no se las mencione expresamente. 



	Ya se están realizando evaluaciones de impacto ambiental bajo el régimen de la ley de radicación de industrias (Ley 11459, Decreto 1741/96 y resoluciones complementarias de la Secretaría de Política Ambiental) y están previstos para ciertos supuestos de la ley de residuos especiales 11720, pero no se efectivizan con la participación prevista puesto que ésta depende de reglamentación de la ley 11723 que todavía no se dictó. 



Córdoba:



	Ley 7343.



	El decreto reglamentario 3290/90 prevé un sistema de información pública a reglamentar por la Secretaría Técnica del Consejo Provincial del Ambiente y que debe establecer que la aludida Secretaría dará difusión  periodística al estudio dentro de los 10 días de presentado, especialmente en el lugar de localización, que todo ciudadano puede solicitar información y que se puede recurrir a entidades intermedias para que colaboren en establecer un correcto sistema de información pública.



	Esta consulta previa está abierta también a las ONGs, aunque no se las mencione expresamente. 



           Más allá del tema específico del EIA, la ley permite al Poder Ejecutivo incorporar al Consejo Provincial del Ambiente “universidades, organizaciones ambientalistas no gubernamentales y otras entidades en carácter de consultores o asesores”. 



Corrientes:



	Ley 5067.



	Establece un 	período de información pública no menor de 30 días antes de emitir la Declaración de impacto ambiental. La misma se publica. Se prevé, de acuerdo con disposiciones sobre propiedad industrial y práctica jurídica sobre secreto industrial, respeto por la confidencialidad de las informaciones, “teniendo en cuenta en todo caso el interés general”. 



	Esta consulta previa está abierta también a las ONGs, aunque no se las mencione expresamente. 



Chubut:



	Ley 4032 (Decreto reglamentario 1153/95): 



	Se prevé una audiencia pública, convocada con al menos 30 días de anticipación en el Boletín Oficial y medios de comunicación de la localidad a cargo de quiénes solicitaron la evaluación. 



	Los antecedentes podrán ser consultados por los particulares a excepción de la documentación reservada por razones de justificada confidencialidad industrial. La consulta puede hacerse a partir de la convocatoria, previa identificación, horas y días hábiles y lugar indicados por la autoridad.



	Una copia del estudio para el público contendrá la información consultable, manteniéndose en reserva la que, de hacerse pública, pudiera afectar derechos de propiedad industrial o intereses lícitos comerciales. La copia de consulta a solicitud del interesado ostentará la leyenda: “Para consulta del público”. 



	La audiencia sera presidida por un integrante de la autoridad de aplicación designado por ella misma.



	Pueden asistir y opinar funcionarios, asociaciones intermedias, representantes del sector privado e integrantes de la comunidad, agrupados o no, inscribiéndose con 24 hs. de anticipación.



	Se labra acta de las opiniones emitidas, que no son vinculantes ni se someten a votación.



	En la evaluación se incluyen como elemento a tener en cuenta las ponencias presentadas en audiencia pública 



	Ley 4563. General del medio ambiente. También prevé la intervención de las ONGAs en la gestión ambiental. 



Jujuy: Ley 5063. General del medio ambiente.



La Pampa: Ley 1914 del medio ambiente.



	Ambas en igual sentido que Chubut



Mendoza:



	Ley 5961.



	Contiene normas sobre participación ciudadana. La norma más destacada es la integración en el Consejo Provincial del Ambiente de “un representante por cada una de las organizaciones constituídas legalmente, públicas o privadas, estatales o no, que tengan entre sus objetivos el estudio, la investigación y/o la preservación del ambiente y los recursos naturales. Asimismo, por invitación del Consejo o del Poder Ejecutivo, podrán integrarlo aquellas entidades que por su accionar demuestren preocupación por la problemática ambiental”. 



	En lo referente a EIA, prevé una audiencia pública de los interesados y afectados: personas físicas o jurídicas, públicas y privadas, estatales o no potencialmente afectadas y a las organizaciones no gubernamentales ambientalistas. Se instituye un sistema de información pública “absolutamente abierto” a fin de dar a publicidad las manifestaciones de impacto presentadas y las opiniones que sobre ellas se viertan. La omisión de la audiencia vicia de nulidad el procedimiento.



	El sistema de información pública comprende la difusión de los dictamenes que se producen durante el proceso de evaluación.



Misiones:



	Ley 3079.



		El EIA es accesible al público, fijándose un plazo para recibir opiniones y pudiendo someterse a debate público. A pedido del interesado, se tomarán medidas para resguardar secretos industriales.



	Esta consulta previa está abierta también a las ONGs, aunque no se las mencione expresamente. 



	La autoridad resuelve dentro de los 90 días, extensibles por 60 más, de vencido el plazo que se fije para escuchar opiniones.



Neuquén:



	Ley 1875 (Decreto  reglamentario 1686/89).



	Crea el Consejo Provincial del Ambiente, el que está constituído por un presidente, designado por el gobernador y representantes de ministerios, municipios, del COPADE (Consejo de Desarrollo Provincial) y organizaciones no gubernamentales ambientalistas con asiento en la provincia. Todos los integrantes deben ser reconocidamente competentes en la materia. 



	Tiene funciones de asesoramiento al poder público, coordinar las actuaciones de diferentes organismos y entidades, proponer reformas a la normativa, proponer un código del medio ambiente, promover la formación de personal especializado, presentar un informe anual, elaborar el plan provincial ambiental, etc. y, en materia de EIA, la que se especifica más abajo.



	Se prevé también un Consejo Asesor formado por representantes de organismos internacionales con delegaciones en el país, no gubernamentales nacionales ambientalistas y asociaciones que nucleen a las actividades productivas de la Provincia.



	La declaración de impacto ambiental es aprobada por el Consejo Provincial del Medio Ambiente.



 Ley 2267. Preservación patrimonial.



Art.27: Comité Provincial del Medio Ambiente. “(un) representante nominando por las ONGS reconocidas por la Pcia. de Neuquén en la temática ambiental”. Es un organismo consultivo de asesoramiento técnico con dictámenes no vinculantes. Sanciones 28 a 30. Publicación de la sanción de amonestación: “Las publicaciones podrán ser complementadas a sólo juicio de la Autoridad de Aplicación con comunicaciones  a organizaciones ambientales o de otra índole, públicas o privadas, nacionales o internacionales”. Reitera estos temas el Decreto reglamentario 2656/99, art. 27, Anexo II. 



Río Negro:



	Ley 2342 (Decreto reglamentario 1511/92).



	Podrán asesorar a la Autoridad de Aplicación en los EIAs las instituciones privadas sin fines de lucro que cuenten con personeria jurídica. Dicha Autoridad es la Dirección de Planificación Ambiental y Coordinación Regional (Ministerio de Recursos Naturales), con facultad de elaborar los reglamentos necesarios para aplicar los EIA, las Declaraciones Juradas y las autorizaciones previas. 



	Está asistida por la Comisión de Evaluación de Impacto Ambiental, bajo su coordinación e integrada por un representante del municipio afectado y de los Ministerios de Recursos Naturales, Obras Públicas y Asuntos Sociales y de las asociaciones protectoras del ambiente. Deben ser instituciones privadas sin fines de lucro y constituídas en el territorio provincial. 



	 Deberá establecerse un sistema de información pública para la difusión de los estudios. Se establece el derecho de cualquier organismo público o privado a conocerlos y elevar opiniones (Art.16).  



	La Autoridad de Aplicación informará a través del Boletín Oficial, Centro Provincial de Documentación, Municipios, Centros Universitarios, ONGs ambientalistas, canales oficiales de radio y televisión. 



Salta: 



	L.6986. 



	Esta ley, General del Medio Ambiente, establece en su art.58, inc.2 que podrán intervenir para “observaciones...las personas físicas o jurídicas...”. Ley 7070 general del ambiente. Información ambiental, audiencia, etc.



Santiago del Estero



	L.6321. D.A 506/00. Consejo Provincial del Medio Ambiente, con facultad de expedir las Declaraciones de Impacto Ambiental. 



Tucumán:



	Ley 6253.



	Establece el 	Consejo Provincial de Economía y Ambiente, formado por representantes de las áreas de gobierno afines a la gestión ambiental en todos los niveles de responsabilidad, organizaciones no gubernamentales ambientalistas, gremiales y empresariales con personería jurídica y universidades. (Art.5) teniendo, entre otras funciones, “Estudiar y autorizar las evaluaciones de impacto ambiental...”(Art.6, inc. a). 



	Ley 7076. Disposición de residuos urbanos: EIA sometido a ONGAs.



Tierra del Fuego:



	Ley 55 (Decreto reglamentario 1333/93).



	Se prevé audiencia pública obligatoria con carácter previo, convocada por medios de difusión con treinta días de anticipación. Los particulares pueden consultar los antecedentes del proyecto.



	Tienen derecho de asistencia y opinión: funcionarios, asociaciones intermedias, sector privado e integrantes de la comunidad bajo la presidencia de la autoridad de aplicación. Las observaciones deben presentarse por escrito con 5 días de anticipación a la audiencia.



	No habrá votación, pero las observaciones se labrarán en acta que se agregará a los antecedentes del proyecto. Además se dispone la grabación de la audiencia.



Ciudad de Buenos Aires:



	La ley 6  y sus modificatorias reglamentan las audiencias públicas previstas en el art.63 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, previstas para varios temas. Entre otras cosas, el futuro Código Ambiental seguirá el procedimiento de doble lectura que, en lo esencial, consiste en la exposición del proyecto a la consulta pública en forma insoslayable. Las leyes 123 (2) y 452 y Decreto 1252/99 (EIA) y las leyes 6 y modificatorias (audiencias públicas), 104 (acceso a la información pública) y 303 (información ambiental) instrumentan la participación len el tema de las evaluaciones de impacto ambiental.



	Como se vé, las normas de  provincias promueven una participación mayor, pero no en su totalidad, puesto que aún limitándonos al EIA, existe normativa que no incluye esta consulta a ONGs. Por ejemplo: Buenos Aires: Ley 11459 (Decreto 1741/96). Ley 11720 de residuos especiales y su decreto reglamentario 806/97. Decreto 968/97, reglamentario del Título Complementario del Código de Minería. Leyes 11963 y 11964. Defensas contra inundaciones. (Aunque, en el caso de todas estas normas, porque no se reglamentó ese aspecto en la ley 11723, como se dijo antes).Salta. Decreto 845/90. Colonización. San Juan. Ley 6571. General del ambiente y de EIA. Tucumán. 5.23.Ley 6253. General del ambiente y de EIA, etc.



	La participación a veces está enunciada en términos generales como objetivo a cumplir, pero no debidamente instrumentada.



	Para terminar con nuestra ejemplificación, citemos algunos ejemplos distintos del  procedimiento de EIA:



	Decreto 1741/96, reglamentario de la ley 11459 de habilitación de 	industrias de la Provincia de Buenos Aires.



	Permite que los trámites se inicien y continúen para sus asociados por las Cámaras o Asociaciones Industriales.



		Además, repite el esquema de la normativa anterior en cuanto a la Comisión permanente de adecuación operativa, integrada por la Secretaría de Política Ambiental, varios organismos públicos y, por la sociedad civil, Federación Económica de la Provincia de Buenos Aires, Unión Industrial de la Provincia de Buenos Aires y opcionalmente (a pedido de la misma Comisión, con voz y sin voto), entidades técnico científicas, organizaciones intermedias, cámaras empresariales y profesionales independientes de reconocido prestigio. 



		Funciones: 1.-Estudios de modificación y actualización de este decreto; 2.-Intervenir a pedido de Organismos o Municipios en solicitudes de Certificados de Aptitud Ambiental “cuando por su naturaleza exijan la determinación de criterios especiales de apreciación y resolución”.



		Ley 24051, nacional de residuos peligrosos.



		Crea un Consejo consultivo formado por universidades, centros de investigación, asociaciones de profesionales, empresarios y trabajadores, ONGs, otras entidades reconocidas, personalidades.  La resolución de la Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo Sostenible de la Nación 345/94 creó el Consejo Consultivo Honorario. La  resolución de la Secretaría de Recursos  Naturales y Desarrollo Sostenible 422/97 convoca a entidades integrantes,  (INTI, UTN, Fac. CC.EE. UBA, UIA, CEADS) y lo deja abierto a nuevos integrantes y establece el reglamento. Como se vé, las ONGs ambientalistas pueden ser convocadas en el futuro, pero no lo fueron aún. 



		Amparo.



		Independientemente de lo dicho más arriba acerca del art.43 de la Constitución Nacional, debe tenerse en cuenta que las varias provincias que han legislado el amparo ambiental o lo han dejado comprendido en la defensa de intereses colectivos o difusos, lo han concebido ampliamente en cuanto a la legitimación para accionar, lo que generalmente incluye como posibles actores a las organizaciones no gubernamentales.



		Muchas otras normas importantes, tanto nacionales como provinciales, no incluyen disposiciones sobre articulación con las organizaciones de la sociedad civil: normas sobre contaminación de aguas y atmósfera, áreas naturales protegidas, conservación de suelos (como no sea por los consorcios, aunque éstos comprenden en realidad a los propios interesados que tienen la propiedad o utilizan el suelo, y no pueden ser considerados verdaderamente como organismos de la sociedad civil en el sentido que venimos viendo), fauna, etc.



Por lo demás, anotemos que en la Secretaría de Desarrollo Sustentable y Política Ambiental funciona el Registro Nacional de ONGs ambientalistas. (Dirección Nacional de Fortalecimiento Institucional) (Resolución ex-SRNDS 341/98) y que prevé cierta intervención también la ley 25018 de gestión de residuos radiactivos. En cuanto a la Ciudad de Buenos Aires, la  ley 71 de elaboración del plan urbano ambiental insataló el Consejo Asesor del Plan Urbano Ambiental en el que participan ONGs. En Santa Fe, la ley 11717 de preservación, conservación y mejora del medio ambiente prevé la participación de las ONGAs.



Los registros de ONGAs se repiten en varias provincias. Por ejemplo, Chaco que por el decreto 2200/93 (sancionado el 10.12.93) creó la Comisión Provincial de Ecología y Medio Ambiente (Ministerio de Agricultura y Ganadería) que lleva un registro de ONGs. Esta provincia también ha sancionado la ley 4654 de audiencias públicas. 



Estos ejemplos no son exhaustivos y pueden encontrarse más normas que instalen mecanismos de relación entre el Estado y el público, agrupado o no.



De entre estos ejemplos, y en lo referido especialmente a la participación en materia ambiental, se destacan claramente:



a) La integración en diferentes consejos asesores, incluyendo algunos con capacidad de firmar Declaraciones de Impacto Ambiental



b) El instituto de las audiencias públicas, generalmente asociadas a la consideración de los estudios de impacto ambiental. 



AUDIENCIAS PÚBLICAS



Esta institución puede estar regulada en forma general (Caso de la ley 6 y modificatorias de la Ciudad de Buenos Aires� o 	la resolución AOP 109/96 que establece el Reglamento de Audiencias Públicas de la Provincia de Mendoza) o especialmente para las evaluaciones de impacto ambiental. 



En todos los casos lo está sin efecto vinculante lo que significa que es un medio de allegar opiniones a la Autoridad, pero no de decidir. No obstante ello, hay legislaciones que obligan a la Autoridad al tomar la decisión a considerar los argumentos vertidos en la audiencia y rechazar expresa y motivadamente los que no acepte. 



¿Qué es?



Un acto o reunión pública donde se encuentran ciudadanos u organizaciones de la sociedad civil con responsables de las decisiones para escuchar sus respectivas opiniones sobre un tema que exija una resolución gubernamental.



¿Qué busca?



1) El compromiso protagónico de aquéllos a quienes la decisiones puedan afectar en forma directa o no.

2) Complementar la información, generalmente sólo política, técnica y económica, de que dispone el decisor gubernamental con la que le aporta la comunidad desde el campo de lo cultural y sentimental. 

3) Operar como un sistema de control sobre emprendedores particulares y el propio Estado para mejorar la gestión privada y pública del ambiente.

4) Uno de los mayores beneficios de la audiencia pública en este sentido es, precisamente, su publicidad, puesto que, aunque no tuviese demasiado valor técnico o por las opiniones emitidas, siempre va a tener el efecto de patentizar el problema que se discute de un modo que otros métodos no logran alcanzar. Esto se potencia enormemente cuando los medios de difusión se involucran periodísticamente en el tema. 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      

REQUISITOS PARA EL ÉXITO 



La voluntad de participar 



Las audiencias públicas pueden tener un efecto demostración o de ejemplo que estimule el deseo de participar. 



Pero, en general, éste será una condición previa que la audiencia misma no puede crear.



Por tanto, el problema se traslada a los problemas de la educación ambiental y la creación de conciencia, el cambio de actitudes y otros que escapan a la temática de este módulo.



La buena organización 



La misma pasa por:



1) La forma en que se plantee el tema a discutir



2) La difusión adecuada del mismo y de la audiencia en si. Este suele ser un item crónicamente deficitario, sobre todo en conglomerados humanos grandes, porque razones económicas hacen que se retaceen las posibilidades publicitarias. 



3) Que las normas prevean una participación lo más amplia y menos restrictiva posible: no interesa si después se vierten opiniones que no son de mucho interés porque, entre todo lo que se diga, siempre se podrá seleccionar lo bueno y desechar lo malo. En otros términos, si de aportar información, inquietudes y opiniones se trata, también aquí “lo que abunda no daña”.



4) La debida estructuración del desarrollo de la reunión, la explicación a los circunstantes del mecanismo que se utilizará, la información previa por la autoridad y, en su caso, los proponentes de proyectos de las características de los mismos, el aporte de información técnica, etc.



5) La debida reglamentación del debate y su eficaz conducción. Para nada están de más aqui las técnicas así llamadas de “resolución alternativa de conflictos” en manos de mediadores u otros coordinadores capacitados. 



6) La adecuada documentación de los sucesos�



7) La obligación, normativamente establecida para la autoridad que resuelva, de tomar en cuenta las ponencias vertidas y, de rechazarlas, hacerlo en forma fundamentada. con constancia escrita. 



8) La habilidad y la decisión de quiénes la conduzcan para que no se conviertan en vehículos de segundas intenciones de ciertos participantes, distintas de las debidas, en lo político, lo comercial o lo publicitario. 



Los valores en juego



Un escritor inglés, muy amante de las paradojas, decía que para poder discutir hay que estar de acuerdo.: de acuerdo en el idioma que vamos a hablar y de acuerdo en los marcos de referencia conceptuales y valorativos.



Si a mi nada me importa de la selva y el yaguareté y me interesa mucho que el gas se exporte o llegue a través de redes domiciliarias a los pobladores y me encuentro con encarnizados defensores del ambiente a los que sólo interesan el animal y las plantas, haciendo caso omiso de argumentos económicos y sociales, el valor de la audiencia será informativo. Pero, no cumplirá un segundo objetivo que podría haber logrado: armonizar conflictos.



Es allí donde juega un papel importante la habilidad de quién conduzca el evento, porque en un caso así, se hace necesario levantar el nivel de discusión para llegar primero a una escala de valores común y después discutir si el gasoducto proyectado satisface o no dicha escala. 



La buena información 



La buena participación es la participación informada y responsable. La participación óptima es la que también puede proponer alternativas.



Frecuentemente, las ONGs son acusadas desde el  “segundo sector” (el productivo) de falta de información, de conocimientos, de realismo y desde el Gobierno  (“primer sector”) de agotar su acción en la crítica sin contrapropuestas (incluso por falta de competencia para hacerlas), de anotarse en el “no sé de qué se trata, pero me opongo”. 



La debida información, pues, parece ser otro prerrequisito de la participación adecuada, bajo la forma de una audiencia pública o en cualquier otra. 



Esto nos conduce, fuera de la necesidad de ilustración debida que puedan tener los participantes, al tema del acceso a la información. 



El acceso a la información pública



Es es el complemento necesario, el medio ineludible de la participación, pero también un derecho de los ciudadanos y un precepto constitucionalmente consagrado, como puede Ud. advertirlo, repasando el art.41 de la Constitución Nacional. 



Así como la Corte Suprema de Justicia ha venido diciendo desde el siglo XIX que el derecho a la defensa en juicio supone conocer de qué se trata, ser notificado, tener acceso a las constancias de un juicio, además de otras condiciones�, así podemos decir que cualquier forma de democracia es nula sin adecuada y oportuna información: no en vano se ha indicado como una característica esencial de la forma republicana la publicidad de los actos de gobierno. 



Información no quiere aquí decir publicación en los diarios de un índice de contaminación, sino acceso a proyectos propuestos susceptibles de afectar el ambiente, datos ambientales relevantes en detalle, expedientes gubernamentales y, en general, todo tipo de información existente en poder del sector público o del proponente de un proyecto privado sometido a un proceso de evaluación de impacto ambiental o que realiza o puede realizar acciones relevantes para el medio. 



El concepto, pues, es amplio y abarca por lo menos:



1) Acceso a información sobre el estado general del medio ambiente o de aspectos puntuales del mismo



2) Información sobre la incidencia ambiental específica de acciones humanas en particular, actuales o propuestas



3) Información jurídica sobre los propios derechos y obligaciones y los de los sectores productivo y gubernamental



4) Regulación legal específica de este derecho con la creación de obligaciones concretas a cargo de estos dos sectores�



5) Creación de medios efectivos de realizar el derecho en caso de negativa (acción judicial de amparo u otros)



6) Establecimiento de excepciones acotadas y restringidas, debidamente determinadas tales como necesidades de la defensa nacional, el manejo de negociaciones internacionales, la privacidad de las personas, el secreto comercial o industrial .



LA NUEVA LEY GENERAL DEL AMBIENTE 25675



En relación con todos los temas que nos ocuparon, la misma establece:



Información ambiental 



ARTÍCULO 16. - Las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, deberán proporcionar la información que esté relacionada con la calidad ambiental y referida a las actividades que desarrollan.- 

Todo habitante podrá obtener de las autoridades la información ambiental que administren y que no se encuentre contemplada legalmente como reservada.- 



ARTÍCULO 17. - La autoridad de aplicación deberá desarrollar un sistema nacional integrado de información que administre los datos significativos y relevantes del ambiente, y evalúe la información ambiental disponible; asimismo, deberá proyectar y mantener un sistema de toma de datos sobre los 

parámetros ambientales básicos, estableciendo los mecanismos necesarios para la instrumentación efectiva a través del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA).- 



ARTÍCULO 18. - Las autoridades serán responsables de informar sobre el estado del ambiente y los posibles efectos que sobre él puedan provocar las actividades antrópicas actuales y proyectadas.- El Poder Ejecutivo, a través de los organismos competentes, elaborará un informe anual sobre la situación ambiental del país que presentará al Congreso de la Nación. El referido informe contendrá un análisis y evaluación sobre el estado de la sustentabilidad ambiental en lo ecológico, económico, social y cultural de todo el territorio nacional.- 



Participación ciudadana 



ARTÍCULO 19. - Toda persona tiene derecho a opinar en procedimientos administrativos que se relacionen con la preservación y protección del ambiente, que sean de incidencia general o partícular, y de alcance general.- 



ARTÍCULO 20. - Las autoridades deberán instituciónalizar procedimientos de consultas o audiencias públicas como instancias obligatorias para la autorización de aquellas actividades que puedan generar efectos negativos y significativos sobre el ambiente.- La opinión u objeción de los participantes no será vinculante para las autoridades convocantes; pero en caso de que éstas presenten opinión contraria a los resultados alcanzados en la audiencia o consulta pública deberán fundamentarla y hacerla pública.- 



ARTÍCULO 21. - La participación ciudadana deberá asegurarse, principalmente, en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental y en los planes y programas de ordenamiento ambiental del territorio, en partícular, en las etapas de planificación y evaluación de resultados.- 





EL PELIGRO DE LA PARTICIPACIÓN, LA ACCIÓN COMUNITARIA Y LAS ONGS



Uno importante y no muy advertido: que el ciudadano trabaje gratis para hacer lo que el Estado debería hacer y no hace. 



Bibliografía



Normativa citada y otra ubicable por el alumno

“Estudios Ambientales”, Eduardo R. Grassetti, Editorial Heliasta, Buenos Aires, 1998 y obras allí citadas. 

Fundación Ambiente y Recursos Naturales  - Acceso a la información publica. 

Fundación Ambiente y Recursos Naturales  - Participación vecinal y la gestión del medio ambiente. Audiencias Públicas. Gobierno local



Consignas para la evaluación 




Ubique la ley 6 y sus modificatorias en www.boletinoficial.gov.ar y represente el procedim
iento de audiencia p
ública mediante un cursograma de flechas



Ubique normativa de participaci
ón popular en materia ambiental o de carácter general en su 
ámbito de actuaci
ón provincial o municipal
�



Entreviste 5 personas de su conocimiento relacionados con tareas o inquietudes ambientales
: 
¿Conocen la existencia de medios de participaci
ón como los enumerados? 
¿Qu
é piensan de ellos?
¿Si no los conocen: por qu
é?






� En muchos buscadores aparecen textos completos de la Constitución Nacional y también provinciales, como así también en el buscador jurídico general www.mecon.gov.ar/infoleg. En materia medioambiental, el buscador argentino más conocido es www.medioambiente.gov.ar, desde el que se puede acceder también a legislaciones provinciales con el vínculo SIAN. También las páginas provinciales o de sus organismos (como la Subsecretaría de Medio Ambiente de la Provincia de Buenos Aires) traen información.

� “Estudios Ambientales”, Eduardo R. Grassetti, Editorial Heliasta, Buenos Aires, 1998 y obras allí citadas.

� Hay una pequeña polémica terminológica en la que no entraremos ahora.

�Se puede consultar en www.buenosaires.gov.ar/boletín oficial. Las modificatorias son la 222, la 567 y la 761

� Casi todas las legislaciones obligan a levantar acta. Algunas a tomar versión taquigráfica. En la Ciudad de Buenos Aires también se graban las audiencias públicas en audio y en video. 

�Derecho de argumentar y de producir las pruebas que sean pertinentes. Derecho a una decisión fundada, razonable y que constituya una derivación razonada del derecho vigente. 

� Hay ejemplos de la consagración explícita de este derecho en las constituciones argentinas de las provincias de Córdoba, La Rioja, San Juan, Salta, Jujuy, Chubut y Buenos Aires y de la Ciudad de Buenos Aires; en la Convenciión Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) y algunas normas legales provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires (Ley 303 de Información ambiental. Publicada en el Boletín Oficial del 13.1.2000 que se puede consultar en www.buenosaires.gov.ar/boletín oficial.)


�
 Los cursantes residentes fuera de la Rep
ública Argentina pueden agregar 
el nivel
 nacional de su pa
ís. 
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